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l. INTRODUCCIÓN 

Un antiguo Ombudsman Australiano, el Pro­
fesor Dennis Pearce, ha hecho una descrip­

ción metafórica que expresa claramente la tarea que 
desempeñan estos funcionarios en todos los países 
donde esta institución ha sido establecida; el traba­
jo del ombudsman- sostenía- constituye una extra­
ña mezcla entre matar moscas y cazar leones. Se 
refería a los dos campos en los que el Defensor del 
Pueblo interviene: las moscas serían las quejas in­
dividuales, la protesta del ciudadano común y co­
rriente contra la autoridad, pequeña cuestión para 
el gobierno pero enorme para quien la presenta; los 
leones serían los asuntos de peso, en los que la la­
bor del defensor del pueblo debe estar dirigida a 
resolver un problema que involucra a la colectivi­
dad o parte significativa de la misma. Ambos as­
pectos son importantes, aunque sin duda son los del 
segundo tipo donde se encontrarán las mayores di­
ficultades para una solución. 

En este texto pretendemos realizar un resumen 
de lo que ha significado la creación y el trabajo de 
la Comisión Ad-Hoc, constituida para proponer al 
Presidente de la República el indulto de los injusta.­
mente procesados o condenados por delitos de te­
rrorismo o traición a la patria. Creemos que el tra­
bajo realizado por la Comisión aborda los dos as­
pectos antes señalados. De un lado tenemos un pro­
blema político y actual como es el terrorismo, un 
fenómeno que significó al país más de una década 
de violencia extrema. 
- --Fero.de otro, no se puede enfocar el problema 
sin tener en cuenta el drama individual, el individuo 

(*) N.E.: El presente artículo fue redactado durante la 
vigencia de la comisión Ad-Hoc. 

(**) Primer Defensor Adjunto de la defensor.a del Pue­
blo. Con la colaboración de Eduardo Dargente. 

injustamente encarcelado que requiere y merece su 
inmediata libertad. 

II. .ANTECEDENTES 

La crisis en la que se encontraba el país en el 
año 1992 como consecuencia de la violencia terro­
rista condujo al gobierno a tratar de enfrentar la 
situación recurriendo a una legislación penal extre­
ma de emergencia. Al margen de lo polémico de las 
medidas adoptadas, para muchos éstas resultaron 
determinantes para la desarticulación de los grupos 
subversivos. De cualquier manera, la opción tuvo 
un alto costo: la injusta prisión a cientos de inocen­
tes acusados por estos delitos. Un país enfrentado a 
una espiral de violencia, con la población atemori­
zada por el peligro de salir a la calle a riesgo de 
morir en un atentado, difícilmente encuentra la opor­
tunidad para la autocrítica. Es importante recono­
cer sin embargo que actores principales en esta es­
trategia como las fuerzas armadas, policiales y los 
jueces sin rostro, no fueron los únicos responsables 
de estas injusticias; la responsabilidad debe ser com­
partida por la sociedad civil que en ese momento, 
tal vez sensiblemente afectada por el temor y la des­
esperación por acabar con el fenómeno subversivo, 
no quiso ver errores en el actuar del Estado. 

A pesar de ello, poco a poco se empe7 . .aron a 
detectar los excesos en muchas de las detenciones y 
procesos. Se publicaron informes de los penales en 
los que se daba a conocer estos hechos y los maltra­
tos a los que se sometía con frecuencia a los inter­
nos por terrorismo. Las agrupaciones de Derechos 
Humanos, a menudo a costa de ser acusadas de vín­
culos con las agrupaciones terroristas, denunciaron 
la situación de inocentes en las cárceles presentan­
do abundante documentación para acreditarlos erro­
res cometidos por las autoridades. Desde el campo 
técnico-académico se hacían cada vez más frecuen­
tes los cuestionamientos a las normas y procedí-
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mientos que se apartaban de los principios que debe 
respectar un debido proceso, así como las críticas 
respecto a la idoneidad y capacitación de los jueces 
sin rostro en los fueros común y militar. 

Este creciente reclamo dio como resultado que 
desde fir1es de 1994 y principios de 1996 se presen­
tara ante la Comisión de Justicia del Congreso de la 
República hasta siete proyectos de ley relacionados 
con el problema de los injustamente condenados. 
Todos ellos sL.'l embargo tropezaron con una barre­
ra infranqueable; la imposibilidad de convocar un 
consenso suficiente para obtener su aprobación. 

Hacia Abril de 1996, al ser elegido Jorge 
Santistevan de Noriega como Primer Defensor del 
Pueblo, asumió el problema de los inocentes como 
una prioridad para la Defensoría en su labor para la 
protección de los derechos fundamentales. Desde d 
inicio de su gestión realizó investigaciones sobre el 
tema, sosteniendo un 

mentas u organizaciones terroristas. Asimismo, la 
Comisión contaría con el apoyo de una 'Secretaría 
Técnica, encargada de evaluar e investigar los pe­
didos de indulto hechos a la Comisión. En palabras 
de algunos funcionarios de esa Secretaría, la labor 
se ha realizado con todo cuidado y dedicación te­
niendo como propósito lograr que no quede "nin­
gún inocente preso, ningún terrorista libre". 

III. EL INDULTO 

El mecanismo del indulto y Derecho de Gracia 
ha sido muy criticado como medio de solución al 
problema de los injustamente condenados ya que 
jurídicamente representa la supresión de la pena im­
puesta al culpable de un delito. Tanto el indulto como 
el derecho de gracia constituye una atribución per­
sonal del Presidente de la República, por lo que la 

comisión únicamente 
fluido diálogo con 
miembros del Ejecuti­
vo, el Congreso y re­
presentantes de Orga­
nizaciones de derechos 
Humanos, a fin de 
evaluar las posibilida­
des de dar una solu­
ción al problema. De 

u El indulto v el Derecho de Gra-_, 

presenta las recomen­
daciones, siendo po­
testad del presidente el 
aceptarlas o rechazar­
las sin tener que ofre­
cer ninguna justifica­
ción. El problema con 

cia aparecían como las salidas más 

factibles dentro del actual marco 

constitucional". 

este trabajo surgió la propuesta enviada al Congre­
so conjuntamente con el Presidente de la Repúbli­
ca, adoptando el indulto y el derecho de gracia como 
fórmulas de salida al entrampe suscitado. El 17 de 
agosto de 1996 se creó mediante ley NQ 26655 la 
Comisión Ad-Hoc para la recomendación del " per­
dón " al Presidente de la República, integrada por 
tres miembros: el Defensor del Pueblo que la presi­
de, el Ministro de Justicia y un representante dd 
Presidente de la República. Un gesto de respaldo 
político a la Comisión fue el nombramiento del Padre 
Hubert Lanssiers como representante del presidente 
Fujimori. El padre Lanssiers, capellán de prisiones 
por más de dos décadas, goza del aprecio de distintos 
sectores de opinión sobre la base del reconocimien­
to a su trayectoria ética y humanista, profundamen­
te comprometida r..o!ll!Js más pobres y afligidos. 

En la ley se estableció que los indultos serían 
propuestos al Presidente de la República en los ca­
sos en que la Comisión encontrara que en los expe­
dientes revisados y las actuaciones específicamente 
realizadas para cada caso, no existían pruebas para 
presumir razonablemente la vinculación de los com­
prendidos en los procesos con las actividades, el.e:-
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el indulto es que, al no 
ser expresamente re­

conocidos como inocentes, los antecedentes pena­
les de sus beneficiarios subsisten, dando lugar a dis­
criminaciones de todo orden como las que alcanzan 
a estas personas para poder encontrar trabajo. Pero 
no es ésta la única limitación del indulto. Al no su­
poner formalmente la aceptación por parte del Esta­
do del error judicial se sostiene que, en principio, 
no existiría base jurídica para exigir una indemni­
zación. 

La Defensoría Del Pueblo nunca ha dejado de re­
conocer estas limitaciones; sin embargo dadas las op­
ciones en juego y la distinta aproximación de las insti­
tuciones y personas llamadas a aprobar y hacer efec­
tiva la medida seleccionada, consideró ésta alternativa 
como la más funcional para arribar a un acuerdo ágil, 
tendiente a resolver lo esencial del problema -la liber­
tad de los injustamente detenidos- sin renunciar a en­
contrar por otras vías una salida a los demás aspectos 
del complejo drama que rodea a los inocentes. 

Tuvo especial relevancia en esta elección la opi­
nión de los familiares y los propios procesados o 
condenados, quienes manifestaron preferir ser in­
dultados que esperar un largo proceso para la even­
tual revisión de sus procesos. 



En efecto, entre las opciones formuladas estaba 
comprendida la de establecer mecanismos de revi­
sión de las sentencias por la Corte Suprema. Aun­
que más perfecta ya que el fallo final resultaría una 
declaración de inocencia, esta fórmula ofrecía cuan­
do menos dos dificultades. En primer lugar, restrin­
gía la revisión a quienes ya tuvieran sentencia 
ejecutoriada, limitando el universo de acción que 
pennite el indulto. Como se sabe, la ley permite so­
licitar el derecho de gracia en los casos de personas 
con procesos en curso y el indulto a los sentencia­
dos aun cuando estos últimos pudieran haber im­
pugnado el fallo. Además, este mecanismo resulta 
muy difícil de aplicar en los casos de los sentencia­
dos por el fuero privativo militar, dadas las restric­
ciones constitucionales que limitan la revisión por 
la Corte Suprema únicamente a los casos de aplica­
ción de la pena de muerte. En segundo lugar, el pro­
ceso no sería llevado a cabo con la celeridad reque­
rida ya que se preveía recibir una gran cantidad de 
solicitudes que sobrepasaba las posibilidades de una 
ágil revisión de la Corte. Basta al efecto tener pre­
sente los plazos dilatados que actualmente supone 
una revisión en la Corte Suprema. 

Por ello el Indulto y el Derecho de 
Gracia aparecían como las salidas 
más factibles dentro del actual mar-
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muy delicada entre manos. Hasta el 15 de enero de 
1997 su Secretaría Técnica había recibido 1774 
solicitudes de indulto. Al 7 de diciembre de 1996 se 
habían estudiado 410 expedientes, que dieron lugar 
a recomendar al Presidente de la República 110 ca­
sos, a juicio de la Comisión, merecían se les conce­
da el beneficio. El Presidente aceptó todas las soli­
citudes, indultando a 104 personas y concediendo 
el Derecho de Gracia a 6. 

La Secretaría Técnica de la Comisión es la en­
cargada de investigar cada solicitud, evaluarla y 
presentarla ante la Comisión para su discusión. La 
revisión de los primeros expedientes fue relativa­
mente sencilla al tratarse de casos estudiados y 
ampliamente documentados. Estas solicitudes, pa­
trocinadas por diferentes organizaciones, tienden a 
disminuir frente a las presentadas directamente por 
los propios interesados o sus familiares. Las solicitu­
des individuales son más difíciles de analizar ya que 
no contienen toda la documentación necesaria para 
formar una opinión al respecto, habiéndose llegado 
a recibir pedidos en los que ni siquiera consta el 
número del expediente judicial. (Cuadro NQ 1). 

CUADRO 1 

INFORMACION GENERAL 

f-S __ O_L_IC_I_T-'--U=;) _ _:::_ES----'--R-=E-=-C-'IB_:ID---A_c.cS __ -_-~-=-~--_~_ f --~·-77_4 ___ _ 

INDULTADOS 110 
---,-=c-----1 

INTERNOS POR TERRORISMO Y TRA_~~<:>_N A_ LA___t='_ATRIA ---,-3._87,-,--6 -----1 

TOTAL DE INTERNOS A NIVEL NACIONAL 22,000 

co constitucional. Debemos recordar 
que esta opción dista mucho de cons­
tituir una solución solamente jurídi­
ca, es, ante todo, una solución políti­
ca que encontró consenso respecto a 
un tema del que no se quiso hablar 
durante mucho tiempo. Las limitacio­
nes del indulto fueron balanceadas al 
individualizar las resoluciones, resul­
tando un excelente contrapeso a los 
antecedentes penales del indulta.do. 
Incluso, no cabe sostener que el he­
cho de que tales resoluciones no re­
conozcan expresamente la inocencia 
de la persona, pudiera privarla ele ob­
tener una reparación económica en 
caso se optara por seguir un proceso 
judicial contra el Estado. 

- =-======~ 

1 

25000 

20000 

IV. LA LABOR DE LA 
coMISIÓN AD-Hoc 
REALIZADA DURANTE 
SU PRIMER l'ERÍODO 

Como señalamos anteriormente, la 
Comisión Ad-Hoc tiene una tarea 

15000 

10000 

5000 

o 
1 

Población lnt. Por Terr. Solicitudes Indultos y 

Penal a Nivel Traic. Patria presentadas Der. Gracia 
1 

L Nacional: al 30/06/96: ali15/01/97: al 07/12/96: 
3,876 1 22,000 1,774 11 o _ ___j 

Fuentes: Instituto Nacional Penitenciario y Secretaria Técnica de la Comisión Ad-Hoc. 
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A fin de realizar eficientemente esta rigurosa la­
bor, la Secretaría Técnica cuenta con el apoyo de 
alrededor de veinticinco profesionales, abogados en 
su mayoría y de trabajadoras sociales. dedicados a 
tiempo completo al estudio de las solicitudes. Las 
atribuciones de la Comisión comprenden las de entre­
vistarse con las solicitantes en los centros penitencia­
rios, la revisión de los expedientes judiciales y. del 
Fuero Militar, así corno realizar toda otra actuación 
que sus miembros pudieran considerar pertinentes. 
Para evaluar y calificar las solicitudes se tornan en 
cuenta los antecedentes de la persona, los elemen­
tos probatorios que obran del proceso judicial, la 
trayectoria del solicitante durante su detención y las 
entrevistas personales realizadas por miembros de 
la Comisión; es decir, todo aquello que permita lle­
gar a una convicción respecto a la vinculación o no 
de la persona a los grupos subversivos. Esta labor 
se hace más difícil si consideramos que obliga a 
desplazamientos a los distintos penales del país en 
los que se encuentran recluidos los internos por Te­
rrorismo y traición a la patria, sumándose a ello los 
problemas de comunicación en los casos de quechua 
hablantes, aymara hablantes y, en menor medida, 
de personas de grupos amazónicos. (Cuadro N° 2). 

CUADR03 
SOLICITUDES RECIBIDAS E INDULTADOS POR PENAL 

1 
i 

100 80() ( (l(lP) j ~f;(! 1 ilflJ 

r:;:::: - -----------·---------.. "] 
¡ mtNrE~~lOSPOR TRERROI=\1~0 [J S")UCITUOESF'RE'::Em AGAS • PfP~I~A 31N[IULT ADAS 

L----·---·----·-----·---·-------~-----· , 

La celeridad con la que la Comisión Ad-Hoc 
requiere trabajar será mejor comprendida al apre­
ciar el tiempo de reclu.:;;ión que han debido padecer 
las personas indultadas. Un 63% de ellos ha perma­
necido más de tres años en prisión, ues años sin 
trabajar, sin ver a sus familias y sometidos injusta-­
mente a un régimen penitenciario muy severo. (Cua-­
dro NQ 3). 

---·-------··-----· ---- ·---- _________ _j 

Fuentes· Instituto Nacional Penitenciario y Secretarfa Técníca de la Comisión Ad~Hoc 

CUADR02 
DISTRIBUCIÓN SEGÚN INSTITUCIÓN PATROCINADORA DE LAS PERSONAS INDULTADAS AL 7/12/1996 

COM. GUNERNAMENT,O.L 
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Este ha sido el trabajo de la Comisión durante 
los últimos meses. Todavía quedan en espera de res­
puesta 1464 solicitudes sin contar las que pudieran 
haberse presentado del15 de enero hasta la fecha. 
La toma de la residencia del Embajador Japonés en 
Lima por un comando del M.R.T.A. y la situación 
de los rehenes, generó sin duda dificultades aún no 
del todo superadas para el desarrollo del trabajo de 
la Comisión. Sin perjuicio de ello, la Secretaría Téc­
nica continuó evaluando las solicitudes presentadas 
y recibiendo nuevas. (Cuadro :t'-P2 4). 

ClJADRO 4 

WALTER ALBÁN PERALTA 

go, tal suceso confundió la opinión de ciertas per­
sonas sobre la conveniencia de mantener vigente la 
Comisión Ad-Hoc. 

Las resistencias a admítir en el nuevo contexto 
la vigencia de la Comisión se explican desde varios 
lados. Como indicamos al inicio, el tema del terro­
rismo muchas veces no permite una apreciación ra­
cional y madura del mismo. Tantos años de extre­
ma violencia han genemdo un lógico rechazo hacia 
todo aquello que pueda ser relacionado con las or­
ganizaciones subversivas. Por ello, la toma de la 

residencia fue un golpe durísimo 
para los que pensamos que una ac­
ción de este tipo ya no era posi-

PERSONAS INDULTADAS SEGUN TIEMP() DE RECLUSION 
ble. Obviamente esta situación ha 
creado el temor de un rebrote de 
la violencia terrorista y ello se re­
laciona directamente con el ries­
go de que algún terrorista pueda 
salir en libertad favorecido a tra­
vés de los beneficios pensados 
para inocentes. 

~ __ ---~-~-;-~---;.;;~,-~-~-----=:r -----1114 51------~ 
~ 2 - 3 AÑOS ---i 
t, -- ! ~: ~~~~ -~1~0----~ 

5 A MAS AÑOS --==-~ 
i 
l 
¡----

4·5AÑOS 
22% 

TOTAL 

5AMAS,liÑC~ 
9% 

3-4AÑOS 
32% 

0·1 liÑOS 
14% 

V. PRÓRROGA DE LA COMISIÓN 

110 

La ley por la que se creó _la Comisión conced:ía 
un plazo de trabajo de 180 días calendario a partir 
del día siguiente de su instalación, prorrogables por 
una sola vez. Este plazo venci6 el 17 de febrero de 
1997. Antes de la crisis de la embajada parecía evi­
dente que la prórroga prevista tendría lugar, existía 
un consenso claro respecto a este punto. Sin embar-

10% 

2-3AÑOS 
13% 

J 
Por otro lado, los casos estu­

diados permiten apreciar graves 
vulneraciones a las garantías del 
debido proceso que provienen de 
la propia lógica con la que fueron 
regulados estos procedimientos. 
bajo esas reglas los márgenes de 
e:rror judicial-que se presentan en 
todo sistema- se ampliaron de ma­
nera alarmante. En este sentido, 
cada indulto resulta una recti­
ficación de errores que algunos 
preferirían no se dieran a cono­
cer. 

Por último, otros sostenían que 
en la situación actual prorrogar el 
pla7.0 de la Comisión podía enten­

derse como una concesión a los emerretistas y que 
todo reconocimiento de errores en la lucha 
antisubversiva significaba una ventaja para los se­
cuestradores. 

Los antecedentes de la labor de la Comisión por 
un lado y las razones de principio que dieron lugar 
a su creación por otro, permiten dejar de lado tales 
temores. La seriedad con la que se ha abordado esta 
tarea nos coloca frente a una realidad que tiene que 
ser cabalmente percibida: a las personas beneficia­
das se les concede la libertad luego de un minucioso 
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análisis en el que queda claramente demostrado que 
su detención y prisión fueron injustas. La unanimi­
dad en las decisiones de la Comisión y la total liber­
tad del presidente para negarse a aceptar una reco­
mendación de indulto, constituyen mecanismos que 
contribuyen a garantizar la inocencia de quienes 
reciben el beneficio. 

El Congreso supo diferenciar el tema de los in­
dultos de la crisis de la residencia y el15 de febrero 
de 1997 se publicó la ley N¡¡ 26749 por la que se 
prórroga por 180 días el plazo de funcionamiento 
de la Comisión Ad-Hoc. En estos seis meses que 
quedan por delante, la Comisi6n deberá redoblar 
esfuerzos para estudiar todos los casos pendientes. 
Sería aventurado indicar el número del total de per-­
sonas que finalmente obtengan su libertad. Ello de-­
penderá de los resultados de las evaluaciones en cada 
caso, toda vez que las recomendaciones se sujetan a 
la convicción de inocencia que se forme la comisión 
sobre cada individuo y no en funci6n de una cuota 
necesaria de personas liberadas. 

VI. CONCLUSIONES 

Sería prematuro intentar establecer los resultados 
que puede obtener la Comisión Ad-Hoc. En los seis 
meses que restan para su funcionamiento debe resol­
ver las solicitudes presentadas y las nuevas que 
pudiese recibir. Sin embargo, a la fecha, la labor 
realizada ha sido exitosa. Como señalamos al princi­
pio, el problema de los injustamente condenados nos 
involucra a todos como sociedad, es responsabilidad 
de los distintos sectores colaborar con la reinserción 
de estas personas a la sociedad. Para ello, distintas 
organizaciones vienen gestionando fondos de solida­
ridad para ayudar a los inocentes liberados, especial­
mente la Oficina Recoletana de Solidaridad dirigida 
por el Padre Hubert l..anssiers. El trabajo de la Comi­
sión tem1ina habiendo conseguido el indulto de la 
persona injustamente condenada, pero la reparación 
por el daño cau..<;ado debe provenir de la sociedad, 
de un esfuerzo común que permita una pacificación 
real y justa del país, sin inocentes en las cárceles 
pagando por nuestra tranquilidad. ~ 

PRÓXIMOS SEMINARIOS 

AUDITORIA TRIBUTARIA 

- Impuesto a la Renta. 
- Impuesto General a las Ventas. 
- Retiro de Bienes. 
- Intangibles. 
- Impuesto General al Consumo. 
- Crédito Fiscal. 
- Consorcio. 
- Patrimonios Autónomos. 

CONTRATOS TÍPICOS Y 
LA CONTRATACIÓN MODERNA 

Factoring. 
Security. 
Leasing. 
Franquicia. 
Joint Venture. 
Asociación en participación. 

- Fusión y Escisión dE! Empresas. 

DIRIGIDO A: 
Abogados, Contadores, Administradores y estudiantes en general. 
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